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SENTENCIA 

 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 26 de septiembre de 2018. 

Alfa & Omega Contractors, LLC., parte codemandada del caso 

de epígrafe y apelante ante este foro, solicita la revisión de la 

Sentencia en rebeldía dictada por el Tribunal de Primera Instancia, 

Sala de Bayamón (TPI), el 27 de marzo de 2018.1 La apelante solicitó 

la Reconsideración del dictamen, la cual fue declarada “No Ha Lugar” 

mediante Resolución de 1 de mayo de 2018.2 

I. 

 Los hechos del presente caso dieron inicio el 8 de diciembre de 

2014, cuando la Puerto Rico Telephone Company, Inc. (en adelante, 

parte apelada o PRTC) instó una Demanda sobre daños y perjuicios 

contra Alfa & Omega Contractors, LLC t/c/c Alfa & Omega Electric, 

Inc.; Autoridad de Carreteras y Transportación (ACT); Rafael J. Nido 

Inc. h/n/c Nido Group; Triple-S Propiedad, Inc.; Compañías o 

Personas ya sean naturales o jurídicas denominadas STW y 

                                       
1 Archivada en autos y notificada el 11 de abril de 2018. 
2 Archivada en autos y notificada el 4 de mayo de 2018. 
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Compañías Aseguradoras denominadas XYZ. La parte apelada alegó 

en la Demanda, que, en o alrededor de los días 14 de diciembre de 

2012 y 17 de enero de 2013, Alfa & Omega, ACT y los respectivos 

agentes y/o empleados de estos, mientras instalaban unas vallas de 

seguridad y/o realizaban obras de construcción, causaron daños a 

unos cables soterrados, propiedad de PRTC. La reclamación en daños 

y perjuicios al amparo del Artículo 1802 del Código Civil, fue por la 

cantidad de $222,717.44.  

La apelante fue emplazada mediante edictos a nombre de Alfa y 

Omega Contractors LLC t/c/c Alfa & Omega Electric, Inc. El TPI 

anotó la rebeldía a dicha parte el 24 de noviembre de 2015. El 28 de 

septiembre de 2016, PRTC enmendó la Demanda para sustituir una 

de las demandadas desconocidas por la aseguradora Mapfre Praico 

Insurance Company. 

El 5 de junio de 2017 el TPI dictó dos Sentencias Parciales en 

virtud de un acuerdo transaccional de la PRTC con las co-

demandadas Autoridad de Carreteras y Transportación (ACT), Rafael 

J. Nido, Inc. h/n/c Nido Group (Nido) y Triple S. Propiedad, Inc. 

Conforme al acuerdo, PRTC recibiría un pago de $107,000.00, por lo 

cual desistió, con perjuicio, contra dichas partes.  

El 17 de julio de 2017, Alfa & Omega Contractors, LLC, 

presentó Moción Asumiendo Representación Legal y Solicitud para que 

se Levante la Anotación de Rebeldía. Alegó que en el presente caso fue 

emplazada la corporación Alfa & Omega Contractors, LLC por medio 

de edictos y no a la sociedad especial Alfa & Omega Electric, S.E., 

quien fue la empresa que tenía un contrato de construcción con la 

ACT y Nido, para la fecha alegada de los hechos. Añadió que, para la 

fecha de la Demanda, las empresas antes mencionadas no estaban 

operando y solicitó que se dejara sin efecto la anotación de rebeldía.  

El 25 de agosto de 2017 fue celebrada una Vista 

Argumentativa. Según surge de la Minuta de los procedimientos de 
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esa Vista, el licenciado Sanfeliz Díaz, representante legal de la 

apelante expresó que la entidad jurídica que fue emplazada no tiene 

nada que ver con el contrato por el cual surgieron los hechos y que, 

la empresa Alfa & Omega Electric SE es una sociedad especial en 

virtud del Código Civil y fue la que contrató. Además, informó que se 

estaría sometiendo a la jurisdicción del Tribunal a la sociedad 

especial, renunciando al emplazamiento. El TPI denegó la solicitud 

para levantar la anotación de rebeldía a la apelante. 

El Juicio en su Fondo se llevó a cabo el 12 de marzo de 2018.3 

El foro primario emitió su dictamen el 27 de marzo de 2018, en 

virtud del cual condenó “al codemandado Alfa y Omega Contractors 

LLC t/c/c Alfa y Omega Electric Inc. al pago de $115,717.44 a la 

parte demandante por concepto de daños producidos a ésta última 

parte, las costas y el interés legal al 5.25%...”. 

Inconforme con el mismo, la apelante presentó Solicitud de 

Reconsideración en la que alegó, en síntesis, que el foro primario 

cometió error al dictar sentencia contra una parte compuesta por 

entidades jurídicas distintas y separadas, siendo ambas ajenas a las 

contrataciones y compromisos efectuados e inocentes de los actos de 

negligencia que se le imputan. Planteó que la PRTC no produjo 

evidencia requerida por nuestra jurisprudencia para establecer que 

Alfa & Omega Contractors, LLC es un alter ego de Alfa & Omega 

Electric, S.E. o de Alfa y Omega Electric, Inc. o que las tres son una y 

la misma cosa, sin personalidad jurídica separada. Señaló que una 

mera alegación no constituye la prueba necesaria para establecer 

este hecho y descorrer el velo corporativo.  

El TPI declaró “No Ha Lugar” la Solicitud de Reconsideración. 

Por ello, la apelante presentó el recurso de título en el que apunta 

que el foro primario incidió: 

                                       
3 Debido al paso del huracán María por Puerto Rico, la Vista señalada para el 25 de 

septiembre de 2017 se dejó sin efecto. 
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…[a]l dictar sentencia contra “Alfa y Omega 
Contractors, LLC t/c/c Alfa & Omega Electric, Inc., (en 
adelante conocida como Alfa & Omega)” y de esa manera 
confundir tres personas jurídicas distintas como una sola 
persona cuando se trata de entidades separadas y adjudicarle 
responsabilidad a las mismas de forma solidaria cuando las 
acciones de daños y perjuicios son “in personam”. 

 
…[a]l atribuir responsabilidad a Alfa y Omega 

Contractors, LLC, por los actos u omisiones de Alfa & Omega 
Electric, Inc., o Alfa & Omega Electric, S.E., cuando Alfa y 
Omega Contractors, LLC, no contrató, participó, ni se hizo 
responsable de modo alguno de los actos u omisiones de Alfa 
& Omega Electric, Inc., o Alfa y Omega Electric, S.E., y 
segundo cuando la prueba presentada en todo el proceso es 
en contra de la Sociedad Especial Alfa y Omega Electric, S.E. y 
no en contra de la demandada apelante. 

 

 Con el beneficio de la comparecencia de las partes y teniendo 

para nuestro examen la Transcripción de la Prueba Oral, así como los 

autos originales, a tenor del Derecho aplicable, resolvemos. 

II. 

A. Sentencia en Rebeldía 

El mecanismo de la anotación de la rebeldía se encuentra 

instituido en nuestro derecho procesal civil bajo la Regla 45.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. El propósito del mecanismo de la 

rebeldía es desalentar el uso de la dilación como estrategia de 

litigación.4 La rebeldía “es la posición procesal en que se coloca la 

parte que ha dejado de ejercitar su derecho a defenderse o de cumplir 

con su deber procesal.5 

Es norma ampliamente conocida que nuestro ordenamiento 

jurídico permite que el tribunal motu proprio o a solicitud de parte le 

anote la rebeldía a una parte por no comparecer a contestar la 

demanda o a defenderse como estipulan las reglas, o como sanción. 

Alamo v. Supermercado Grande, Inc., 158 DPR 93, 100 (2002). En 

ambas circunstancias, el efecto de la anotación es que se dan por 

ciertos los hechos que están correctamente alegados. Regla 45.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. Nuestro Máximo Foro ha sido 

                                       
4 J.A. Cuevas Segarra, Tratado de derecho procesal civil, 2da ed., San Juan, 
Pubs. J.T.S., 2011, T. IV, pág. 1340. 
5 R. Hernández Colón, Derecho Procesal Civil, 5ta ed., San Juan, Ed. Lexisnexis, 
2010, Sec. 2701, pág. 287. 
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enfático en establecer que esto no exime al tribunal de evaluar si la 

causa de acción presentada amerita la concesión del remedio 

solicitado. Banco Popular v. Andino Solís, 192 DPR 172 (2015); Alamo 

v. Supermercado Grande, Inc., supra, pág. 102; Ocasio v. Kelly Servs., 

163 DPR 653, 681 (2005); Rivera v. Insular Wire Products Corp., 140 

DPR 912, 931 (1996). Es decir, los efectos o consecuencias de la 

anotación de rebeldía se resumen en que se dan por admitidos todos 

los hechos bien alegados en la demanda o la alegación que se haya 

formulado en contra del rebelde y se autoriza al tribunal para que 

dicte sentencia, si esta procede como cuestión de derecho. Rivera 

Figueroa v. Joe´s European Shop, 183 DPR 580 (2011); Continental 

Ins. Co. v. Isleta Marina, 106 DPR 809 (1978). 

  Una anotación de rebeldía procede cuando una parte no 

contesta la demanda o no se defiende según estipulan las reglas.6 Es 

decir, cuando una parte ha dejado de ejercitar su derecho a 

defenderse, se coloca en la posición procesal de la rebeldía. Ahora 

bien, una mera comparecencia no es suficiente para evitar que a una 

parte se le anote la rebeldía. Precisamente, el propósito de que se 

pueda continuar con los procedimientos contra una parte en 

rebeldía, es no permitir que ésta deje de defenderse o presentar 

alegaciones como una estrategia de litigación para dilatar los 

procedimientos. Álamo v. Supermercado Grande, Inc., supra, pág. 

100; Continental Ins. Co. v. Isleta Marina, supra, págs. 814-815. Por 

ello, para evitar que la anotación proceda, de la comparecencia debe 

surgir la intención de la parte de defenderse.  

B. Daños y Perjuicios 

El Art. 1802 del Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 

5141, dispone que quien, por acción u omisión, cause daño a otro 

mediando culpa o negligencia, estará obligado a repararlo. Esa 

                                       
6 J.A. Cuevas Segarra, Tratado de derecho procesal civil, 2da ed., San Juan, Pubs. 

JTS, 2011, T. IV, pág. 1338. 
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obligación surgirá si el demandante logra establecer, mediante la 

preponderancia de la prueba, tres elementos: el acto u omisión 

culposa o negligente; el daño causado y la relación causal entre 

ambos. Nieves Díaz v. González Massas, 178 DPR 820, 843 (2010). 

Para que se configure una causa de acción en daños por una alegada 

omisión será necesario establecer que existía una obligación de 

actuar, que fue quebrantada y que de haberse realizado el acto 

omitido se hubiese prevenido el daño. Santiago v. Sup. Grande, 166 

DPR 796, 807 (2006). Según lo ha expresado nuestro Tribunal 

Supremo “la pregunta de umbral en estos casos es si existía un deber 

jurídico de actuar de parte del alegado causante del daño”. (Énfasis 

en el original.) Íd.  

La culpa o negligencia estriba en la ausencia del debido 

cuidado, “en no anticipar y prever las consecuencias racionales de un 

acto o de la omisión de un acto, las cuales una persona prudente 

habría de prever en las mismas circunstancias”. López v. Porrata 

Doria, 169 DPR 135, 151 (2006). En nuestro ordenamiento el 

concepto de culpa es “tan amplio y abarcador como suele ser la 

conducta humana e incluye cualquier falta de una persona que 

produce un mal o daño”. Nieves Díaz v. González Massas, supra, pág. 

843; Íd. Obra culposamente quien no despliega la diligencia de una 

persona común y ordinaria, de un buen padre de familia, a tenor de 

las circunstancias del caso. López v. Porrata Doria, supra; Gierbolini 

v. Employers Fire Ins. Co., 104 DPR 853, 860 (1976). 

El daño es “todo menoscabo material o moral causado 

contraviniendo una norma jurídica, que sufre una persona y del cual 

haya de responder otra”. López v. Porrata Doria, supra, pág. 151, 

citando a J. Puig Brutau, Fundamentos de Derecho Civil, Barcelona, 

Ed. Bosch, 1983, T.2. Vol. 3, pág. 92. La relación causal que debe 

existir entre la acción u omisión culposa o negligente y el daño se rige 

en nuestro ordenamiento por la doctrina de la causalidad adecuada, 
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que propone que “no es causa toda condición sin la cual no se 

hubiera producido el resultado, sino la que ordinariamente lo 

produce según la experiencia general”. (Citas omitidas.) Colón 

Ramírez v. Televicentro de P.R., 175 DPR 690, 707 (2009). Ello implica 

que la ocurrencia del daño “era previsible dentro del curso normal de 

los acontecimientos”. López v. Porrata Doria, supra, pág. 152. Si ante 

una evaluación retrospectiva, un daño emerge como la consecuencia 

razonable y ordinaria de un acto negligente, se considerará que el 

daño es un resultado probable de dicho acto. Valle v. E.L.A., 157 DPR 

1, 19 (2002); Toro Aponte v. E.L.A., 142 DPR 464, 474 (1997).  

El Tribunal Supremo reiteradamente ha establecido que “el 

deber de previsión es el criterio central de la responsabilidad 

extracontractual”. (Énfasis en el original.) Colón y Otros v. K-mart y 

Otros, 154 DPR 510, 517 (2001). El grado de previsibilidad requerido 

en cada caso dependerá del estándar de conducta aplicable. Elba v. 

U.P.R. 125 DPR 294, 309 (1990). La regla de anticipar el riesgo no se 

limita a prever el riesgo preciso o las consecuencias exactas, lo 

esencial es que se tenga el deber de prever, en forma general, 

consecuencias de determinada clase. Íd. En casos de omisión, surge 

la negligencia cuando no se anticipan “aquellos daños que una 

persona prudente y razonable podría racionalmente prever que 

resultarían de no cumplir con su deber”. Colón y Otros v. K-mart y 

Otros, supra. En otras palabras, un daño que no pudo haber sido 

previsto no genera una causa de acción por negligencia. Íd., citando a 

H. Brau del Toro, Los Daños y Perjuicios Extracontractuales en 

Puerto Rico, Publicaciones JTS, 1986, Vol. 1, pág. 185. Si el daño no 

es previsible, usualmente se considera un caso fortuito. Jiménez v. 

Pelegrina Espinet, 112 DPR 700, 704 (1982).  

Ahora bien, el mero hecho de que acontezca un accidente no 

permite una inferencia de negligencia. Admor. F.S.E. v. Almacén 

Ramón Rosa, 151 DPR 711, 724 (2000). La relación de causalidad 
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entre el daño y el acto negligente no podrá establecerse “a base de 

una mera especulación o conjetura” sino que se deberá probar que el 

daño sufrido “se debió con mayores probabilidades a la negligencia 

que el demandante imputa”. (Citas omitidas.) (Énfasis en el original.) 

Íd. La “suficiencia, contundencia o tipo de prueba presentada” así 

como el valor probatorio que le dará el tribunal dependerán, claro 

está, de las circunstancias particulares de cada caso. Íd. Será la 

parte reclamante quien tendrá la carga de poner al tribunal en 

posición de “poder hacer una determinación clara y específica sobre 

negligencia mediante la presentación de prueba a esos efectos”. Colón 

y otros v. Kmart y otros, supra, pág. 521. 

C. Ley General de Corporaciones 

Por otra parte, una corporación es una organización a la que el 

Estado le reconoce una personalidad jurídica propia, separada de la 

de sus miembros o titulares, quienes responderán de las 

consecuencias de la actividad de la empresa hasta el monto de su 

inversión en la misma. D.A.CO v. Alturas Fl. Dev. Corp. y otros, 132 

DPR 905, 924 (1993); Sucn. Santaella v. Srio. de Hacienda, 96 DPR 

442, 451 (1968). Específicamente, los siguientes son los elementos 

que la distinguen: (1) personalidad jurídica propia; (2) 

responsabilidad limitada; (3) gerencia centralizada; (4) libre 

transferibilidad de intereses; y (5) existencia perpetua. C. E. Díaz 

Olivo, Corporaciones. Tratado de Derecho Corporativo, Hato Rey, Ed. 

Publicaciones Puertorriqueñas, 2016, pág. 11. 

El Art. 27 del Código Civil de Puerto Rico (Código Civil), 31 

LPRA sec. 101, dispone que son personas jurídicas: 1) las 

corporaciones y asociaciones de interés público, con personalidad 

jurídica reconocida por la ley; 2) las corporaciones, compañías o 

asociaciones de interés particular, sean civiles, mercantiles o 

industriales, a las que la ley conceda personalidad jurídica. Además, 

el Art. 29 del Código Civil, 31 LPRA sec. 103, dispone que la 
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capacidad de las corporaciones se regulará por las leyes que las 

hayan creado o reconocido. Es decir, la persona jurídica recibirá su 

personalidad directamente de la ley creadora, la cual dispondrá en 

torno a sus límites, facultades, derechos y responsabilidades. Rivera 

Maldonado v. E.L.A., 119 DPR 74, 81 (1987). 

En nuestro ordenamiento, la ley especial que regula lo 

concerniente a las corporaciones privadas es la Ley Núm. 164–2009, 

conocida como la Ley General de Corporaciones de Puerto Rico (Ley de 

Corporaciones), 14 LPRA secs. 3501 et seq. Según lo dispone el 

Artículo 1.05(A) de la Ley de Corporaciones, la entidad corporativa 

nace a partir de la expedición del certificado de incorporación. Con 

ello, se constituye la personalidad jurídica de las corporaciones. Una 

vez constituida, adviene a ser una entidad con capacidad para, entre 

otras, demandar y ser demandada. Art. 30 Código Civil, 31 LPRA sec. 

104; Art. 2.02 Ley de Corporaciones, 14 LPRA sec. 3522. 

Nuestro ordenamiento jurídico exige que los participantes de 

un pleito judicial reúnan varios criterios para participar del proceso. 

Uno de estos criterios es la capacidad. En su definición más básica, 

la capacidad se refiere “[a] la habilidad para comparecer a un proceso 

sin la asistencia de otra persona”. J.A. Echevarría Vargas, 

Procedimiento Civil Puertorriqueño, 1ra ed. rev., [Ed. del autor], 

2012, pág. 131. Sin embargo, nuestra doctrina reconoce que el 

concepto abarca dos componentes: la capacidad de obrar y la 

personalidad jurídica. R. Hernández Colón, Práctica Jurídica de 

Puerto Rico: Derecho Procesal Civil, 6ta ed., San Juan, LexisNexis de 

Puerto Rico, 2017, sec. 1101, pág. 144. La capacidad de obrar se 

refiere a la idoneidad de un individuo para participar en un acto 

jurídico, evaluado a la luz de criterios físicos y sicológicos. Íd. Por su 

parte, el concepto de la personalidad jurídica aborda lo relativo a la 

aptitud de una persona para ser sujeto o titular de una relación 

jurídica. Íd.  
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Constituida la personalidad jurídica de la corporación, su 

existencia como ente jurídico es independiente de sus accionistas, 

directores y oficiales, así como de cualquier otra entidad corporativa 

asociada. Peguero y otros v. Hernández Pellot, 139 DPR 487, 502 

(1995). Las corporaciones pueden adquirir y poseer bienes de todas 

clases, así como contraer obligaciones y ejercitar acciones civiles o 

criminales, conforme a las leyes y las reglas de su constitución. 31 

LPRA sec. 104. Asimismo, una vez reconocida la personalidad 

jurídica de una corporación, esta puede demandar y ser demandada. 

Artículo 2.02 de la Ley de Corporaciones, 14 LPRA sec. 3522 (b). Del 

mismo modo, el concepto de personalidad jurídica propia implica, 

que, para efectos de la responsabilidad de sus socios o accionistas, 

éstos, de ordinario, no responden en su carácter personal por las 

deudas y obligaciones de esta entidad. Arts. 1.02 y 12.04 de la Ley 

General de Corporaciones, 14 LPRA secs. 3502 (b) (5) y 3784 (b); 

D.A.Co. v. Alturas Fl. Dev. Corp. y otros, 132 DPR 905, 924 (1993); 

Fleming v. Toa Alta Develop. Corp., 96 DPR 240, 244 (1968). 

No obstante y a modo excepcional, los tribunales podrán 

descartar la personalidad jurídica de una corporación, o descorrer su 

velo corporativo, y sujetar el patrimonio de sus accionistas para 

responder por las obligaciones de la corporación bajo ciertas 

condiciones, a saber: (1) si dicha entidad es meramente un alter ego, 

conducto o instrumento económico pasivo de sus únicos accionistas, 

recibiendo éstos exclusivamente y personalmente los beneficios 

producidos por la gestión corporativa; y, (2) si ello es necesario para 

evitar un fraude o la realización de un propósito ilegal o para evitar 

una clara inequidad o mal. D.A.Co v. Alturas Fl. Dev. Corp. y otros, 

supra, pág. 925; Fleming v. Toa Alta Develop. Corp., supra, pág. 243; 

Cruz v. Ramírez, 75 DPR 947, 954 (1954). 

Cuando un tribunal descarta la personalidad jurídica de una 

corporación, está rasgando el velo corporativo. Esta doctrina, que es 
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una excepción a la norma de personalidades separadas, procederá 

cuando el reconocimiento de la personalidad jurídica separada 

equivalga a: (1) sancionar un fraude; (2) promover una injusticia; (3) 

evadir una obligación estatutaria; (4) derrotar la política pública; (5) 

justificar la inequidad; (6) defender el crimen. Srio. Departamento de 

Asuntos del Consumidor v. Comunidad San José, Inc., 130 DPR 798 

(1992). La aplicación de descorrer el velo corporativo dependerá de 

los hechos y las circunstancias específicas de la prueba presentada. 

El peso de la prueba descansa en la parte que propone la imposición 

de responsabilidad individual a los accionistas y corresponde al 

Tribunal de Primera Instancia determinar si procede el levantamiento 

del velo corporativo. DACo v. Alturas Fl. Dev. Corp. y otro, 132 DPR 

905, 926 (1993). 

D. Deferencia Judicial 

Dispone la Regla 42.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 

que “[l]as determinaciones de hechos basadas en testimonio oral no 

se dejarán sin efecto a menos que sean claramente erróneas, y se 

dará la debida consideración a la oportunidad que tuvo el tribunal 

sentenciador para juzgar la credibilidad de las personas testigos”. 

Comúnmente, a raíz de dicha norma, los foros apelativos no hemos 

de intervenir, ni alterar, innecesariamente, las determinaciones de 

hecho formuladas por el tribunal de primera instancia “luego de 

admitir y aquilatar la prueba presentada en el juicio”. Suárez Cáceres 

v. Com. Estatal Elecciones, 176 DPR 31, 65 (2009). No podemos 

“descartar y sustituir las determinaciones tajantes y ponderadas del 

foro de instancia” por nuestra propia apreciación, a base de un 

examen del expediente del caso. Íd., págs. 65-66.  

Sabido es que, salvo que exista un error manifiesto o que el 

tribunal sentenciador haya actuado movido por, prejuicio, 

parcialidad o pasión, no intervendremos con sus determinaciones de 

hechos. Muñiz Noriega v. Muñoz Bonet, 177 DPR 967, 987 (2010). 
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Mediante esta norma de deferencia, se impone respeto a la 

evaluación que hace el tribunal de instancia al aquilatar la 

credibilidad de un testigo pues es dicho foro quien está en mejor 

posición para hacerlo. Íd. Los foros apelativos sólo tenemos ante 

nuestra consideración expedientes “mudos e inexpresivos”. Íd. Es el 

foro primario quien tiene la oportunidad de escuchar a los testigos 

mientras declaran y así puede apreciar su “demeanor”. Colón v. 

Lotería, 167 DPR 625, 659 (2006). Es dicho foro quien debe adjudicar 

los conflictos de prueba. S. L. G. Rivera Carrasquillo v. A.A.A., 177 

DPR 345, 356 (2009). 

Ahora bien, esta norma no es absoluta, pues procederá nuestra 

intervención con dicha valoración si una evaluación de la totalidad de 

la prueba testifical nos provoca tal insatisfacción o intranquilidad de 

conciencia que perturbe nuestro sentido básico de justicia. Íd. Quien 

cuestione la determinación de hechos realizada es quien debe señalar 

el error manifiesto o fundamentar que existió pasión, prejuicio o 

parcialidad. Íd. Asimismo, intervendremos cuando la apreciación de 

la prueba realizada por el foro primario no concuerda con la realidad 

fáctica o “es inherentemente imposible o increíble”. Pueblo v. Irizarry, 

156 DPR 780, 789 (2002). 

Además, será meritoria nuestra intervención en casos en que la 

apreciación de la prueba del foro de primera instancia no represente 

“el balance más racional, justiciero y jurídico de la totalidad de la 

prueba”. Miranda Cruz y otros v. S.L.G. Ritch, 176 DPR 951, 974 

(2009); Cárdenas Maxán v. Rodríguez, 125 DPR 702, 714 (1990). 

Abusará de su discreción el foro primario si, al apreciar la prueba, 

infundadamente le asigna gran valor a un hecho irrelevante e 

inmaterial, y basa su determinación exclusivamente en éste; o si 

injustificadamente pasa por alto un hecho material significativo que 

no debió ignorar; o si, aun considerando todos los hechos materiales 
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y descartando todos los irrelevantes, los sopesa y calibra de forma 

liviana. García v. Asociación, 165 DPR 311, 321-322 (2005). 

Como es sabido, los tribunales revisores estamos en igual 

posición que el tribunal de primera instancia al evaluar la prueba. 

Ortiz, et al. v. S.L.G. Meaux, 156 DPR 488, 495 (2002).  “El arbitrio del 

juzgador de hechos es respetable, mas no absoluto.” Rivera Pérez v. 

Cruz Corchado, 119 DPR 8 (1987). Por eso, una apreciación errónea 

de la prueba no tiene credenciales de inmunidad frente a la función 

revisora de un tribunal apelativo. Íd.  No obstante, un tribunal 

apelativo no puede dejar sin efecto una sentencia cuyas conclusiones 

encuentran apoyo en la prueba desfilada. Sánchez Rodríguez v. López 

Jiménez, 116 DPR 172, 181 (1985). 

III. 

 En el presente caso, la apelante alega que el TPI dictó sentencia 

contra una parte compuesta por entidades jurídicas distintas y 

separadas, siendo ambas ajenas a las contrataciones y compromisos 

efectuados e inocentes de los actos de negligencia imputados. Señala 

que PRTC nunca estableció que las tres entidades son una y la 

misma cosa y que ninguna tiene personalidad jurídica separada. La 

apelante reitera que no puede imputársele alguna responsabilidad 

por los actos de Alfa y Omega Electric, Inc. o Alfa y Omega Electric, 

S.E., ya que no se presentó evidencia correspondiente de que fueran 

la misma cosa ni se levantó el velo corporativo para poder hacer tal 

determinación. 

 La apelante plantea que para que haya una privación de un 

derecho propietario tiene que hacerse contra la parte correcta y 

mediante alegaciones específicas y detalladas, incluso cuando se 

trate de partes presuntamente desconocidas. Reitera que en este caso 

no se presentó prueba durante el juicio en su fondo para establecer 

que Alfa & Omega Contractors LLC y Alfa & Omega Electric, Inc., 

fueran la misma cosa o que la primera fuera igualmente conocida con 
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el nombre de la segunda. Señala que en el Departamento de Estado 

existen 45 corporaciones que tienen como parte de sus nombres el de 

Alfa & Omega, sin contar los h/n/c y los t/c/c, más aquellos 

organizados bajo el Código de Comercio. La apelante sostiene que el 

TPI cometió error al adjudicar una controversia contra una persona 

jurídica que no tuvo participación alguna en los eventos que dan 

base a la demanda. Añade que, del expediente del TPI surge que toda 

la evidencia presentada en el caso fue en contra de Alfa y Omega 

Electric, S.E., empresa que tampoco fue mencionada en las 

alegaciones de la Demanda. La apelante sostiene, además, que nunca 

contrató con la ACT, con Rafael J. Nido, ni con ninguna empresa que 

haya tenido que ver con los trabajos realizados en las fechas de los 

presuntos daños.  

 Por su parte, PRTC sostiene que, mediante el presente recurso, 

la apelante pretende presentar defensas y prueba tardía, contrario al 

derecho aplicable a una parte en rebeldía. Reitera que el TPI adquirió 

jurisdicción sobre la apelante mediante emplazamiento por edictos y 

no fue hasta dos años después de haber sido emplazada, que 

compareció por escrito. Señala que, a la apelante se le brindaron 

todas las garantías permitidas por ley, que compareció a la vista en 

su fondo, representada por abogado, tuvo la oportunidad de 

contrainterrogar y de impugnar la cuantía. 

 PRTC expone que el TPI determinó como ciertas todas las 

alegaciones y materias correctamente alegadas. Entre ellas, que la 

negligencia de la apelante fue la causante de los daños sufridos por 

PRTC. Por ello, la PRTC únicamente tenía que probar los daños y 

demostrar el porciento de negligencia atribuible a la apelante. 

Sostiene que al TPI le mereció entero crédito la prueba presentada, 

por lo cual determinó que la apelante es responsable del 51.96% de 

los daños sufridos por PRTC. 
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 De otra parte, PRTC plantea que la apelante ha incluido en el 

apéndice del recurso de apelación, documentos que no forman parte 

del expediente original del TPI. Menciona que estos documentos son 

los Anejos 8, 10, 11, 12, y 17. 

 La controversia medular traída a la atención de este Tribunal, 

gira en torno a la alegación de la apelante de que es una entidad 

jurídica distinta y separada de Alfa & Omega Electric, Inc. o Alfa y 

Omega Electric, S.E., por lo cual no se le puede atribuir 

responsabilidad por los actos u omisiones de estas entidades. La 

apelante sostiene, además, que la prueba presentada en todo el 

proceso no fue en su contra. 

Tras celebrarse el Juicio en su Fondo en rebeldía, el foro 

primario, conforme a la Regla 45.1 de Procedimiento Civil, admitió 

“como ciertas todas las aseveraciones y materias correctamente 

alegadas en la demanda enmendada en contra de la co-demandada 

Alfa y Omega.” Como parte de los hechos admitidos como ciertos, el 

TPI consignó el siguiente: 

. . . . . . . . 

2. La codemandada, Alfa & Omega Contractors, LLC, T/C/C 
Alfa & Omega Electric, Inc. (en adelante Alfa y Omega) es una 
corporación organizada y autorizada a operar conforme a las 
leyes del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, por 
información y/o creencia con oficinas principales en Centro 
Carr. 167 Km. 17.8 Barrio Pájaros Puertorriqueño Rexville, 
Bayamón PR 00957, y dirección postal PO Box 1788, 
Bayamón, PR 00960-1788. 

. . . . . . . . 

 

Durante el Juicio en su Fondo, luego del testimonio del Sr. 

Jesús Santiago Díaz, PRTC interpuso una solicitud sobre sustitución 

de parte, en la que hizo referencia al caso Colón Gandía v. Tribunal 

Superior, 93 DPR 225 (1966). Como parte de su argumentación 

expuso: 

 Lcdo. Jesús A. Santiago: 

  . . . . . . . . 
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 Mire lo que sucedió aquí. PRTC en efecto le notifica a 
Alfa & Omega Electric, SE dos cartas. Acto seguido, Alfa & 
Omega Contractors, LLC le responde a PRTC contestando 
específicamente sobre las alegaciones que PRTC presentó en 
ese momento de los daños que habían ocurrido.7 

  . . . . . . . . 

 ¿Cuál es la historia que cuentan estos documentos? 
Estos documentos, si usted se fija, si hacemos referencia a la 
Certificación de trámite. ¿Quién es la persona contacto 
representante autorizado de la compañía Alpha & Omega 
Electric, en la segunda página de la certificación Vuestro 
Honor? Es el señor Pablo Meléndez. El señor Pablo Meléndez 
es el mismo que firma la carta como Gerente de proyectos de 
Alfa & Omega Contractors, LLC.8 
 
 . . . . . . . . 

 
 Y si nos fijamos, el encabezado de la carta habla de Alfa 
& Omega Contractors, LLC, la dirección postal que aparece en 
la parte de debajo de la carta es idéntica a la dirección donde 
se le notificó a Alfa & Omega, SE… Alfa & Omega Electric, SE. 
 
 La razón por la cual nosotros demandamos a Alfa & 
Omega Contractors, LLC, fue que cuando nosotros, PRTC, 
le notifica originalmente a Alfa & Omega Electric, LLC él 
responde como Alfa & Omega Contractors, LLC. (Énfasis 
nuestro). 

 
 Aquí se configuran los mismos elementos que se dieron 
en el caso de El Imparcial. Aquí, PRTC está bajo la suposición 
de que Alfa & Omega Contractos, LLC era la misma entidad 
que Alfa & Omega Electric, SE. Y nosotros, precisamente, 
cuando el epígrafe de la demanda -si lo podemos examinar- 
habla la Demanda de Alfa & Omega Contractors, LLC, también 
se le conoce como Alfa & Omega Electric, Inc.9 
 . . . . . . . .  

 

 En el Juicio, la parte apelada planteó que emplazó a la persona 

correcta, por lo cual solicitó que una de las partes denominadas 

como desconocidas en el caso fuera enmendada como Alfa & Omega 

Electric, SE.10 La apelante argumentó que la parte apelada contrató 

con Alfa & Omega Electric SE y no una corporación aparte y que, en 

caso de traer a esta parte como nueva, la acción estaría prescrita. En 

cuanto a la corporación, planteó que no estaba obligada por el 

contrato y tiene un número de identificación patronal distinto al de la 

corporación demandada.11  

A lo anterior, la Honorable Juez que presidió la vista, expresó 

lo siguiente: 

                                       
7 Transcripción del Juicio en su Fondo, págs. 57-58, líneas 21-24; 1-2. 
8 Íd., pág. 60, líneas 5-13. 
9  Íd., pág. 61, líneas 2-20. 
10 Íd., pág. 63, líneas 7-13. 
11 Íd., págs. 65-66. 
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Honorable Juez: 

 Lo cierto es que las contrataciones, los documentos que 
se presentaron inicialmente en la vista es sobre Alfa & Omega 
Electric, SE. La notificación de los daños se hizo a Alfa & 
Omega Electric, SE. Se demanda entonces a Alfa & Omega 
Contractors, LLC porque la PRTC lo ve como que esa fue la 
parte que le contestó, surge de la carta.12 
 

. . . . . . . .  

Yo veía claro la causa de acción en contra de Alfa & 
Omega Contractors, LLC porque está en rebeldía y se dan 
como ciertas las alegaciones de la Demanda. No obstante, 
ahora la parte demandante me está solicitando que se 
sustituya a un demandado de nombre desconocido, que es 
otra entidad Alfa & Omega Electric, SE, que a su vez los 

documentes establecen que fue con quien se contrató y que es 
lo que está levantando Alfa & Omega Contractors, LLC desde 
la vista de agosto. Lo que me preocupa es por qué ahora la 
sustitución. ¿Por qué no se hizo en su momento cuando no 
puede ser desconocimiento, ya estaba, ya se había traído? Y 
qué efecto eso tiene en el debido proceso de ley contra una 
parte. […].13 
 

Luego de un receso, la representación legal de la apelada 

expuso lo siguiente: 

 …La posición de la PRTC es que, tanto Alfa & Omega 
Contractors, LLC como Alfa & Omega Electric, Inc., Alfa & 
Omega Electric, SE es una identidad de partes que tienen con 
los mismos oficiales, agentes residentes, las mismas 
direcciones física y postal, y que nuestra posición es que son 
intercambiables todas entre sí. […].14 

  

 Luego, de que la Magistrada que atendió la vista, indicara que 

una enmienda al día de la vista en rebeldía, sería tardía, la parte 

apelada informó que continuaría con los procedimientos con las 

partes ya incluidas en la Demanda. 

 Así, pues, nos corresponde determinar si el TPI incidió al 

atribuir responsabilidad a Alfa y Omega Contractors, LLC t/c/c Alfa 

& Omega Electric, Inc., por los daños sufridos a la infraestructura de 

PRTC, por motivo de su culpa o negligencia. Primeramente, surge del 

expediente que las partes contratantes para el proyecto por el cual 

surgieron los daños, fueron Puerto Rico Highway and Transportation 

Authority y Alfa & Omega Electric SE, representada esta última por el 

Ingeniero Pablo Meléndez Burgado. La dirección que consta de Alfa & 

                                       
12 Íd., págs. 67-68, líneas 19-24; 1. 
13 Íd. pág. 69, líneas 10-23. 
14 Íd., pág. 72, líneas 10-16. 
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Omega Electric SE en dicho contrato es PO Box 1788, Bayamón, PR 

00960-1788.15 Surge de los autos originales del TPI, que el 

Emplazamiento por Edicto fue dirigido a Alfa y Omega Contractors, 

LLC t/c/c Alfa y Omega Electric, Inc., con dirección física en “Centro 

Carr. 167, Km. 17.8, Barrio Pájaros Puertorriqueño Rexville, 

Bayamón, PR 00957” y dirección postal en PO Box 1788, Bayamón, 

PR 00960-1788. El edicto fue publicado el 14 de julio de 2015 y 

dicha publicación fue notificada a la última dirección conocida del co-

demandado (PO Box 1788, Bayamón, PR 00960-1788). La firma de la 

persona que recibió la correspondencia es indescifrable. La apelante 

presentó la Moción Asumiendo Representación Legal y Solicitud para 

que se Levante Anotación de Rebeldía, el 17 de julio de 2017. 

Cabe destacar que, en la vista celebrada el 25 de agosto de 

2017 el licenciado Sanfeliz Díaz, representante legal de la apelante 

expresó que estaría sometiendo a la jurisdicción del Tribunal a la 

sociedad especial, Alfa y Omega Electric SE y que renunciaría a su 

emplazamiento, con la solicitud de hacer un pequeño descubrimiento 

de prueba y contestar la demanda. El TPI denegó la solicitud para 

levantar la anotación de rebeldía a la apelante. 

 De la prueba documental admitida en el Juicio, surgen varias 

cartas de cobro remitidas por PRTC, con fechas de 27 de diciembre 

de 2012 y 1 de febrero de 2013, ambas, dirigidas al Sr. Julio Díaz 

Rivera, Alfa y Omega Electric SE al PO Box 1788, Bayamón, PR 

(Exhibits 1 y 2 de la parte demandante). Otras cartas surgen con 

fecha de 17 de julio de 2013, dirigida a Alfa & Omega Electric, SE, al 

PO Box 1788, Bayamón, PR. (Exhibit 4 de la parte demandante). Las 

mismas fueron enviadas por correo certificado con acuse de recibo. 

En las mismas se incluyeron dos facturas por concepto de los daños 

ocasionados a la propiedad de PRTC. 

                                       
15 Estos documentos (contratos) fueron parte de los anejos presentados por PRTC 

en la Oposición a Solicitud de Sentencia Sumaria. Anejo 13-A del recurso de 

Apelación, págs. 53-82. 
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 Surge, además, del Exhibit Núm. 4, una carta de 20 de 

septiembre de 2013, enviada por el Sr. Pablo Meléndez Burgado, 

Gerente de Proyectos, al Lcdo. Eliseo Ortiz Rivera, de la PRTC. La 

carta contiene un membrete de Alfa & Omega Contractors, LLC y una 

dirección de página web: www.aoelect.com. En dicha comunicación, 

el señor Meléndez Burgado presentó su posición “en cuanto al suceso 

mencionado” en las comunicaciones enviadas por PRTC el 17 de julio 

de 2013. 

 De todo lo anterior, podemos colegir que la apelante conocía del 

proceso promovido en su contra y de las consecuencias del mismo y 

no compareció a defenderse durante el tracto procesal del caso. Lo 

anterior, causó la anotación de rebeldía en su contra. En 

consecuencia, el TPI admitió como ciertas las alegaciones y materias 

correctamente alegadas en la demanda enmendada. Por tanto, el TPI 

procedió a celebrar vista sobre los daños alegados por PRTC. A la 

apelante se le garantizó el derecho a contrainterrogar. Luego de 

presentada la prueba testifical y documental, el TPI concluyó que los 

daños sufridos por PRTC fueron probados. Así, adjudicó la 

responsabilidad a la apelante, luego de evaluar la prueba aportada 

por PRTC debido a que la parte apelada se encontraba en rebeldía.  

 Como es sabido, el concepto “parte” se encuentra entrelazado 

con el concepto de “jurisdicción sobre la persona”. Nieves Díaz v. 

González Massas, 178 DPR 820, 859 (2010); Acosta v. ABC, Inc., 142 

DPR 927, 931 (1997). En particular, en una acción in personam tiene 

que identificarse a la parte demandada con el nombre correcto y debe 

notificársele acerca del litigio con tiempo suficiente para que ésta 

pueda defenderse. Íd., págs. 859-860; Acosta v. ABC, Inc., supra, pág. 

931; Nuñez González v. Jiménez Miranda, 122 DPR 134, 141-142 

(1988). Por consiguiente, nuestro ordenamiento jurídico no les 

permite a los tribunales dictar sentencia para imponerle 
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responsabilidad a una persona que no fue parte en el proceso 

judicial. Nieves Díaz v. González Massas, supra, pág. 859. 

Luego de examinar el expediente original, la Transcripción de la 

Prueba Oral sobre el juicio en su fondo, así como las alegaciones y 

planteamientos de las partes, determinamos que el TPI adquirió 

jurisdicción sobre la apelante, quien fue parte en todo el proceso 

judicial y a quien se le anotó la rebeldía. La prueba ante el foro 

primario incluyó las alegaciones de la Demanda enmendada que 

señala a la apelante como una de las partes que ocasionó los daños 

sufridos a la infraestructura de PRTC. Lo anterior, como parte de los 

efectos o consecuencias de la anotación de rebeldía. Por ello, el TPI 

dio por admitidos todos los hechos bien alegados en la demanda o la 

alegación formulada en contra de la apelante. Consecuentemente, el 

tribunal concluyó que, como cuestión de derecho, procedía dictar 

sentencia. 

Durante el juicio fueron probados los daños ocurridos a la 

propiedad (cables soterrados) de la PRTC, así como la negligencia de 

la apelante, al no notificar al Centro de Coordinación de 

Excavaciones y Demoliciones de Puerto Rico, previo a la realización 

de la excavación o demolición. Dicho acto fue la causa próxima del 

daño sufrido a la estructura de la PRTC. La responsabilidad fue 

atribuida por el TPI a la apelante t/c/c Alfa & Omega Electric, Inc. y 

no a tres entidades de manera solidaria. Por tanto, no hemos 

encontrado fundamento en el expediente que nos anime a intervenir 

con las determinaciones de hechos y dictamen del TPI. Las 

determinaciones de hechos y conclusiones de derecho formuladas por 

el TPI están basadas en la prueba testifical y documental que se le 

presentó y la interpretación legal de la misma se sostiene por los 

documentos y la Transcripción de la Prueba Oral que obran en autos, 

las cuales hemos podido evaluar y analizar con detenimiento. 

Además, la apelante no nos ha demostrado que la determinación del 
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TPI fue equivocada o producto de un abuso de discreción, por lo cual 

concluimos que dicho foro no cometió los errores alegados.  

IV. 

 En atención a los fundamentos antes expresados, confirmamos 

el dictamen emitido por el TPI. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís  

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


